
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO AL TRABAJO / IUS VARIANDI / POLICÍA NACIONAL / AGENTE CON RECOMENDACIÓN MÉDICA PARA NO SER TRASLADADO / IMPROCEDENCIA DEL MISMO.
En primera instancia se concedió la protección, habida cuenta de que, por un lado, no se estimaron idóneos ni el procedimiento interno establecido por la insititución para el traslado de policiales en condiciones especiales, ni la vía contencioso administrativa para alegar la presunta ilegalidad del acto administrativo que dispuso el traslado para solucionar la problemática planteada por el actor, y por otro, dadas las recomendaciones de los médicos tratantes sobre el estado de salud del accionante y su hijo, se vieron en riesgo sus derechos fundamentales.

Y con ese análisis concide la Sala.

De entrada así se afirma, porque las circunstancias que rodean este asunto se ajustan a las excepcionales condiciones que deben presentarse para que, mediante esta vía, se impida el traslado que pretende realizar la Policía Nacional. (…)
… en lo que atañe a las condiciones para la prosperidad del resguardo, y a pesar de la amplia facultad discrecional de la Policía Nacional para mover a su personal, en la misma sentencia concluyó que: 

“En conclusión, la Policía Nacional es una institución que cuenta con una planta global y flexible, lo cual implica un mayor grado de discrecionalidad al momento de ordenar el traslado de sus miembros. Sin embargo, “para que la medida así adoptada no implique la vulneración de los derechos constitucionales del trabajador, (i) el empleador debe sustentar su decisión en razones del buen servicio; (ii) el traslado debe realizarse a un cargo de la misma categoría y con funciones afines, en cuanto no implique desmejora de las condiciones laborales y; (iii) han de tenerse en cuenta las consecuencias que el cambio de sede pudiere tener de manera grave sobre aspectos personales del servidor y su entorno familiar, en orden a evitar una intensa afectación de los derechos del núcleo familiar.” (…)




TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

          SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, noviembre ocho del dos mil diecinueve  
Expediente 66682-31-03-001-2019-01901-01
Acta No. 564 del 8 de noviembre del 2019  
Decide la Sala la impugnación propuesta Gustavo Adolfo Castillo Segura en esta acción de tutela que instauró contra la Policía Nacional a la que fueron vinculados el  Ministro de Defensa Nacional, el Director General, El Director Nacional de Sanidad, el Jefe de Medicina Laboral, el Director de Talento Humano, el Jefe del Grupo de Traslados y el Jefe Seccional  Risaralda de Sanidad, el Comandante del Departamento de Policía de Risaralda, todos de la Policía Nacional. 




ANTECEDENTES




En su propio nombre, Gustavo Adolfo Castillo Segura, instauró acción de tutela contra la Policía Nacional, con el fin de que se le protejan sus derechos fundamentales a la dignidad humana, salud, vida y seguridad social, que estima conculcados por la autoridad accionada. 
   



Narró que presenta patologías como “TRASTORNO DE LOS DISCOS INTERVERTEBRALES NO ESPECIFICADO, LUMBAGO CON CIÁTICA, OTRAS ESPONDILOSIS CON RADICULOPATÍA”, por lo cual el médico tratante le ordenó algunos tratamientos y recomendó que no fuera trasladado de su sitio de trabajo “por alto riesgo para la salud del paciente”; y que radicó un derecho de petición ante Talento Humano de la Policía Nacional, con el propósito de no ser trasladado a la zona de Urabá.  




En consecuencia, solicitó ordenarle a la Policía Nacional, abstenerse de trasladarlo a esa zona, de conformidad con las recomendaciones del facultativo tratante. 





En primera instancia se corrió traslado a las autoridades arriba citadas.   




El Director de Talento Humano de la Policía Nacional informó que, en efecto, el traslado del accionante fue solicitado por el Comandante del Departamento de Policía de Risaralda, proyectado por el Área de Procedimientos de la institución y materializado mediante la Orden Administrativa de Personal No. 1-119 del 26 de junio del presente año, signada por el Director General de la Policía Nacional. Que probablemente existen motivos de hecho para que se haya solicitado el traslado, pero que será el Comandante del Departamento de Policía de Risaralda quien las explique. Que al accionante se le dio contestación a una petición que radicó tendiente a que no se realizara el traslado, y allí se le explicó que su “solicitud de traslado por caso especial”, incumplía los requisitos establecidos en el instructivo No. 013 DIPON-DITAH-70 del 20 de mayo del 2013; en tal virtud concluyó que el amparo es improcedente, porque el actor omitió agotar los procedimientos establecidos por la institución para solucionar un caso como el suyo; además porque no se acreditó un perjuicio irremediable. 




La Jefe de Sanidad de la Seccional Risaralda de la Policía Nacional, dijo que al accionante se le han prestado todos los servicios de salud que ha requerido, incluso, se le programó una cirugía en la zona lumbar, para realizarse el 1° de octubre del 2019; afirmó que los procedimientos médicos que tiene pendientes, no son impedimento alguno para el traslado a Urabá porque la Dirección de Sanidad de Risaralda cuenta con establecimientos de salud a nivel nacional donde se pueden llevar a cabo. Igualmente hizo saber que requirió al Instituto de Epilepsia y Párkinson del Eje Cafetero para que certifiquen si esa es la única entidad donde se pueden prestar los servicios médicos solicitados por el accionante, certificación que sería allegada al expediente cuando se tuviera. Por lo anotado pidió negar la protección. 





El Comandante del Departamento de Policía de Risaralda, dijo que el traslado no amenaza de forma grave los derechos del accionante ni los de su familia, pues en su caso no existe una situación excepcional de la que así se colija, que los policías y sus familias cuentan con centros médicos y hospitales en todo el país donde se prestan los servicios de salud y que el demandante podrá continuar con el tratamiento médico recibido, mediante el área de sanidad de Urabá. Que las razones que motivaron la solicitud de traslado son (i) su tiempo de servicio en esa dependencia que superó el mínimo de dos años, y la evaluación de su desempeño en la que se tuvieron en cuenta las quejas en la oficina de atención al ciudadano por agresión física e informes de sus jefes inmediatos por inasistencia al servicio, los cuales han derivado en investigaciones disciplinarias por tales conductas. Bajo esas circunstancias pidió declarar improcedente el amparo.  





El Juzgado de primer grado, de oficio, trajo al expediente copia de algunas piezas procesales de la acción de tutela 66682-31-03-001-2018-00347-00, en la que se hizo un análisis sobre la vulnerabilidad del estado de salud del menor JPCO
, hijo del aquí accionante. 





Sobrevino la sentencia de primera instancia que concedió el resguardo; para así decidir explicó la funcionaria que el traslado representa una amenaza para las prerrogativas fundamentales del actor y su familia, pues en el expediente reposa un concepto de una junta médica especializada, en la que es visible que los facultativos recomiendan no trasladar al accionante, y además dadas especiales condiciones de salud de su hijo, cuya historia médica muestra que el médico tratante indica que es importante la compañía el padre para lograr el control de las patologías que el menor padece. 




Impugnó el Director de talento humano de la institución encartada, para hacer énfasis en los mismos argumentos que planteó en la contestación de la demanda.                                                       

CONSIDERACIONES

El constituyente colombiano introdujo desde 1991 en la Carta Política la acción de tutela como un mecanismo breve y sumario mediante el cual toda persona puede conseguir de un juez la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en determinados casos.

En el caso que hoy ocupa la atención de la Sala, está el señor Gustavo Adolfo Castillo Segura demandando a la Policía Nacional, a la que le atribuye el menoscabo de sus prerrogativas fundamentales y las de su familia, comoquiera que, pese a que los facultativos que conocen de sus patologías han recomendado que no sea trasladado de su sitio de trabajo, la institución policial emitió un acto administrativo ordenado su traslado a la zona de Urabá. 





En primera instancia se concedió la protección, habida cuenta de que, por un lado, no se estimaron idóneos ni el procedimiento interno establecido por la insititución para el traslado de policiales en condiciones especiales, ni la vía contencioso administrativa para alegar la presunta ilegalidad del acto administrativo que dispuso el traslado para solucionar la problemática planteada por el actor, y por otro, dadas las recomendaciones de los médicos tratantes sobre el estado de salud del accionante y su hijo, se vieron en riesgo sus derechos fundamentales.




Y con ese análisis concide la Sala.




De entrada así se afirma, porque las circunstancias que rodean este asunto se ajustan a las excepcionales condiciones que deben presentarse para que, mediante esta vía, se impida el traslado que pretende realizar la Policía Nacional.




En efecto, en cuanto a la procedencia de la demanda se tiene que, al margen de que en principio se cuenta con la vía contencioso administrativa para contrariar los efectos adversos de un acto administrativo, la Corte Constitucional ha concluido que: 





En conclusión, la procedencia de la acción constitucional para revocar una orden de traslado es excepcional y es viable si: (i) las razones del traslado son ostensiblemente arbitrarias (que no se tenga en cuenta la situación particular del trabajador); (ii) el traslado afecte de forma clara, grave y directa los derechos fundamentales del accionante y su núcleo familiar; y/o desmejora las condiciones del trabajador. (Se destaca)




Y en lo que atañe a las condiciones para la prosperidad del resguardo, y a pesar de la amplia facultad discrecional de la Policía Nacional para mover a su personal, en la misma sentencia concluyó que: 





“En conclusión, la Policía Nacional es una institución que cuenta con una planta global y flexible, lo cual implica un mayor grado de discrecionalidad al momento de ordenar el traslado de sus miembros. Sin embargo, “para que la medida así adoptada no implique la vulneración de los derechos constitucionales del trabajador, (i) el empleador debe sustentar su decisión en razones del buen servicio; (ii) el traslado debe realizarse a un cargo de la misma categoría y con funciones afines, en cuanto no implique desmejora de las condiciones laborales y; (iii) han de tenerse en cuenta las consecuencias que el cambio de sede pudiere tener de manera grave sobre aspectos personales del servidor y su entorno familiar, en orden a evitar una intensa afectación de los derechos del núcleo familiar.” (Se destaca)




De ahí que, si en este caso concreto están probados los hechos que a continuación se destacan, se vislumbre como la mejor alternativa, confirmar la decisión de primer grado.




(i) El 26 de junio del año 2019, se emitió la orden administrativa de Personal No. 1-119, allí se ordenó el traslado del accionante del Departamento de Policía de Risaralda al Departamento de Policía de Urabá (f. 22, c. 1), esto de conformidad con la propuesta de traslado No. 0902 del Área de Procedimientos de Personal de la Dirección de Talento Humano de la Policía Nacional, donde es visible que el actor no estaba activo laborando, sino “INCAPACITADO TOTAL” (f. 19v, c.1).




(ii) Surtido el trámite de notificación del acto administrativo, el 9 de agosto del 2019, el demandante radicó un derecho de petición dirigido a la Dirección de Talento Humano, con el propósito de que no sucediera el traslado, dado que según informó, estaba padeciendo un delicado estado de salud, por lo cual había recibido varias incapacidades durante el año, y por demás, llevaba más de dos meses con incapacidad continua; por otra parte, hizo saber que su hijo, en virtud a afecciones de índole psicológico, requería de su permanente compañía (f. 24, c. 1). 




(iii) Frente a ello, el 25 de agosto, el Jefe del Grupo de Traslados de la Institución, emitió una contestación en la que, en esencia, le indicó que para poder atender su solicitud, tenía que ser tramitada de conformidad con lo reglado en la Resolucón 6665 del 20 de diciembre del 2018, que en su artículo 6° establece el procedimiento para un traslado por solicitud propia (f. 24v, c.1). 




(iv) Luego, el 28 de agosto, el señor Castillo Segura, fue objeto de estudio de una junta médica especializada en neurociencias, y allí se emitió el siguiente concepto (f. 5, c.1): 





“PACIENTE PRESENTADO EN JUNTA MEDICA POR CUADRO DE DOLOR CRÓNICO DE 7 AÑOS DE EVOLUCIÓN, EL CUAL HA EMPEORADO, AFECTANDO SU VIDA PERSONAL, NO PUEDE DORMIR, EL DOLOR LE DIFICULTA LA MARCHA, ACTUALMENTE USA BASTÓN PARA AYUDARSE, HA ESTADO CON DIFERENTES TRATAMIENTOS ANALGÉSICOS, LOS CUALES NO RESPONDEN AL DOLOR. EN IMÁGENES SE CONFIRMA UNA LESIÓN ESTRUCTURAL EVIDENTE, PROVOCANDO UN CUADRO CLARAMENTE DOLOROSO DESDE LA REGIÓN LUMBAR DESCENDIENDO POR LA PIERNA DERECHA, POR LO CUAL LA JUNTA PROPONE LA REALIZACIÓN DE CIRUGIA MÍNIMAMENTE INVASIVA, TRATANDO EL SEGMENTO AFECTADO MEDIANTE LA IMPLANTACIÓN DE DIAM (…)




LA JUNTA MÉDICA NO RECOMIENDA EL TRASLADO POR ALTO RIESGO PARA LA SALUD DEL PACIENTE SE SOLICITA VALORACIÓN POR MEDICINA LABORAL (…) SE DA INCAPACIDAD POR 30 DÍAS A PARTIR DEL 1 DE SEPTIEMBRE.” 




(v) Adicionalmente, en el cartulario obra historia clínica del menor JPCO, quien es el hijo del demandante, en la que es visible que padece de trastorno afectivo bipolar, y que el facultativo tratante hace la siguiente recomendación “ES IMPORTANTE QUE COMPARTA CON EL PADRE PARA LOGRAR CONTROL”  (f. 65v, c. 1).




Como se ve, es procedente esta demanda en el entendido de que en la orden de traslado (i) no se tuvo en cuenta la situación particular del trabajador, basta ver que se omitió valorar el hecho de que apareciera como “INCAPACITADO TOTAL” en el proyecto de traslado; ni tampoco que había venido incapacitado regularmente; (ii) y el cambio de sede afecta de forma clara, grave y directa los derechos fundamentales del accionante y su núcleo familiar, en el entendido de que de llevarse a cabo, estaría en juego su salud y la de su menor hijo, tal como viene de verse.




Por demás, si en el análisis de cada caso “han de tenerse en cuenta las consecuencias que el cambio de sede pudiere tener de manera grave sobre aspectos personales del servidor y su entorno familiar, en orden a evitar una intensa afectación de los derechos del núcleo familiar”, ha de concluirse que tal como se hizo en primera instancia, hay que evitar la consumación de la mudanza, por la contundente evidencia que hace palmaria la amenaza que se cierne sobre las prerrogativas del señor Castillo Segura y su núcleo familiar; de él porque los médicos recomendaron no realizar el traslado, y de su hijo porque los galenos dijeron que debía estar en permanente compañía de su padre.  





Sobran adicionales consideraciones para prohijar la sentencia impugnada, como en efecto se hará. 

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley CONFIRMA la sentencia proferida el 27 de septiembre del 2019, por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en esta acción de tutela que Gustavo Adolfo Castillo Segura inició frente a la Policía Nacional y a la que fueron vinculados el  Ministro de Defensa Nacional, el Director General, el Director Nacional de Sanidad, el Jefe de Medicina Laboral, el Director de Talento Humano, el Jefe del Grupo de Traslados y el Jefe Seccional  Risaralda de Sanidad, el Comandante del Departamento de Policía de Risaralda, todos de la Policía Nacional. 





Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

    



Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso archívese la actuación. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


DUBERNEY GRISALES HERRERA
� En virtud del artículo 47 del Código de la Infancia y la Adolescencia, armonizado con el canon 7 de la Ley 1581 de 2012, se anonimiza el nombre del menor, siguiendo de igual manera la posición que sobre este particular ha adoptado la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, cuando un asunto de esta naturaleza involucra menores de edad.
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